
LISTA 1996 1



AGRUPACIÓN 1º DE MAYO2

En base a este análisis, también  se puede  observar que la política lleva-
da adelante por los gobiernos del FA no ha variado en lo sustancial, respecto 
a qué sectores sociales son los beneficiarios de un régimen y cómo se  distri-
buye injustamente la riqueza, condenando a los sectores populares a salarios 
de hambre (en 2012 el 50% de los asalariados, 800.000 trabajadores, cobra 
sueldos por debajo de los 14.000 pesos, de los cuales 490.000 ganaron menos 
de $10.000 por mes), o el hecho  que el 49 % de los niños se desarrollen con al 
menos una necesidad básica insatisfecha (según la UDELAR) o  también que las  
escuelas, los liceos y  hospitales públicos  no reúnan las mejores condiciones 
para desempeñar la actividad correspondiente, llegando demasiadas veces a 
poner en riesgo la integridad física de los usuarios.

El presupuesto y 
la necesidad de un 
cambio

Analizar en profundidad el presupuesto para la educación, 
tratando de encontrar soluciones y alternativas a la 
realidad que hoy se nos presenta, nos lleva a examinar 
cuestiones más abarcativas como: el sistema tributario, las 
fuentes de recaudación y el gasto público estatal, entre 
otras. Analizando estas estructuras podemos extraer 
algunas  conclusiones acerca de qué podemos y debemos 
plantear o exigir, para mejorar nuestras condiciones de 
trabajo, nuestros salarios y la calidad de la educación, en 
materia presupuestal.
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Contexto mundial y regional

Como en todo análisis político, se  debe contextualizar, ya que las medidas 
llevadas adelante a nivel local se explican en gran parte por definiciones y deci-
siones que otros toman, que en general no son en beneficio del país, ni mucho 
menos de los sectores más desposeídos.

Hemos asistido a un exponencial crecimiento del PBI  fundamentalmente 
por el precio de los llamados commodities. La  carne bovina aumentó de 1.932 
dólares la tonelada en el año 2000, a 2.635 dólares casi diez años después.  Des-
de el 2006, el rubro con mayor crecimiento del sector agropecuario fue la soja, 
que en el año 2000 apenas  ocupaba unas pocas miles de hectáreas, con un 
precio que oscilaba en los 193 dólares la tonelada, pasando en la década poste-
rior a cubrir una superficie de un millón de hectáreas con un precio que llego  a 
los 500 dólares la tonelada. Más adelante analizaremos, a quién benefició este 
crecimiento, pero lo que urge cuestionarse es qué harán las autoridades ahora 
que estos precios están a la baja y ya no será efectiva la política de “la torta y 
las migajas”.

Tomemos en cuenta que este ciclo de crecimiento económico está finalizan-
do. La crisis del capitalismo en Europa y en EE:UU parece estabilizarse y como 
consecuencia, los “beneficios” para los países de América Latina también. Se 
asiste en los países desarrollados a una agenda de ajustes funcionales al capital 
financiero, disminución de salarios y jubilaciones, recortes en educación y sa-
lud, aumento de la edad de retiro, etc. Recetas que los organismos internaciona-
les de crédito (fundamentalmente el FMI) logran imponer a los gobiernos. Estas 
recetas se sintetizan  en que  la crisis la paguen  y la sufran los trabajadores y, 
sobre aquellos más pobres.

En América Latina se muestran señales de este agotamiento. En Brasil el 
PBI creció en 2014 apenas un 0,2% luego de haber crecido a paso de gigante 
desde el 2005. En Argentina, el mismo año su PBI bajo 0,2% luego de años de 
exponencial crecimiento. En estos países la respuesta a estos problemas parece 
darse por derecha, esto se ve reflejado, para poner un ejemplo, en la confor-
mación del nuevo gabinete de Dilma Rouseff con una Ministra de Agricultura 
vinculada al agronegocio y famosa por ordenar reprimir manifestaciones cam-
pesinas, y un Ministro de Economía conocido como “Chicago Boy” por ser es-
tar muy aferrado a la línea neoliberal. En Uruguay, Astori (defensor a ultranza 
de las políticas  neoliberales) ya habló de austeridad y precaución en el gasto, 
no así de  exoneraciones de impuestos al gran capital. En educación, Fernando 
Filgueira y María Julia Muñoz pretenden imponernos  propuestas educativas 
diseñadas por el  BID y el BM, acorde con esta línea de política económica. 



AGRUPACIÓN 1º DE MAYO4

Volviendo a casa

Como hemos visto, el modelo que edificó el FA se enmarca en un contexto 
internacional favorable, dado por los precios internacionales de las materias 
primas y los alimentos. Este modelo se basó en gran medida en la llegada de 
capitales extranjeros, que se instalan en nuestro país por varias razones: mano 
de obra mucho más barata que en su país de origen, leyes que les permiten no 
pagar un alto porcentaje de impuestos y ausencia de controles de impacto am-
biental (varios de los emprendimientos que son al día de hoy base de nuestra 
economía están prohibidos por ley en países desarrollados). Así el gobierno, 
a través de sus mayorías parlamentarias, genera un “clima amigable” para la 
inversión extranjera directa (IED). 

Hasta el momento no se han eliminado ninguna de las leyes del  “período 
neoliberal”, entre las que se destacan: La Ley Forestal de 1987 que estableció 
subsidios y exoneraciones tributarias a las plantaciones forestales; la Ley de 
Zonas Francas del mismo año con el objetivo de promover las exportaciones y la 
inversiones a través de un régimen de exoneración tributaria total; la ley 16.223 
de 1991 que redujo el plazo mínimo para el arrendamiento de tierras a un año; 
la Ley de Puertos de 1992 que estableció el régimen de puertos libres; la Ley de 
Promoción y Protección de Inversiones de 1998; la Ley del “marco regulatorio 
de la energía” de 1997 que generó un mercado de la energía eléctrica; y la Ley 
de la “inseguridad social” o Ley de las AFAPS de 1996 que creó un sistema de 
previsión mixto (público-privado) con alta participación de capitales privados 
especulativos. Asimismo el FA aprobó leyes en el mismo sentido: creación del 
Impuesto a la Renta de las Actividades Empresariales (IRAE) en 2007 sustitu-
yendo el ICIR, el primero grava el 25% de las ganancias empresariales mien-
tras el segundo lo hacía sobre el 30%; la Ley de Participación Público Privada 
de 2011, que promueve los contratos entre el estado y el sector privado para 
las obras de infraestructura y prestación de servicios (pensemos en lo que le 
cobran al Estado por construir un salón de clase o en las condiciones de los 
trabajadores tercerizados en nuestros liceos); la Ley de Minería de gran porte 
(Ley Aratirí) en 2013.

En el mismo sentido el gobierno ha firmado tratados como el TIFA y más 
recientemente, en setiembre del 2013, bajo el mandato de Mujica, se incorporó 
como miembro pleno a las negociaciones del TISA (acuerdo de liberalización 
del comercio de servicios) a espaldas del pueblo, en secreto. Al parecer, ni el 
actual presidente Tabaré Vázquez estaba enterado del ingreso de Uruguay a es-
tas negociaciones. Este acuerdo pone en riesgo el monopolio de empresas pú-
blicas (o los marcos regulatorios que las protegen) como ANTEL, ANCAP, UTE, 
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OSE y las ventajas que esto tiene. Si nuestras empresas compiten con grandes 
multinacionales que dominan mercados a nivel mundial, de seguro no serán las 
que marquen las reglas de juego (esa siempre es la idea de un tratado de libre 
comercio), de esta manera estaremos en manos de grandes corporaciones mul-
tinacionales en servicios que son esenciales para nuestra sociedad. Si bien las 
pautas del acuerdo “se están negociando”, es muy inocente pensar que Uruguay 
imponga condiciones a los impulsores del tratado (EE:UU y la UE) además de 
que ya existen acuerdos que implicarían una automática pérdida de soberanía.  
Entre estos, se destacan:

Clausulas trinquete: No se pueden aprobar leyes, decretos, ni reglamentos 
internos si van en contra del acuerdo, es decir si son anti liberalización. Por 
ejemplo, nos pueden hacer un juicio por nacionalizar un servicio. Solo se pue-
den modificar si van en dirección liberalizadora. Es decir será legal privatizar, 
pero no nacionalizar, entre otras cosas.

Tribunales TISA: Son quienes juzgan en lo que refiere al acuerdo. Evidente-
mente estarán controlados por EE:UU y la UE. O más bien por grandes accionis-
tas de multinacionales de servicios de estos dos bloques económicos. 

No es la intención, en este material,  analizar en detalle cómo operan cada 
uno de estos tratados y leyes, pero podremos ver en general cómo repercute en 
la distribución de la riqueza, qué consecuencias trae para el Estado uruguayo y 
para los sectores sobre los que no se aplican ninguna de estas leyes. Finalmente 
veremos cómo influye esta pesada carga sobre el presupuesto educativo y sobre 
las condiciones en las que se desempeñan los procesos de enseñanza.

Este modelo ha llevado a un claro proceso de extranjerización de la econo-
mía, fundamentalmente en el sector agroindustrial, lo que supone un gran flujo 
de riqueza hacia el exterior. A nivel del control de la tierra entre 2010 y 2011 las 
personas jurídicas (fundamentalmente sociedades anónimas)  pasaron de 1% a 
43%, apropiándose de 7 millones de hectáreas. A esto se le suma la propiedad 
extranjera de la totalidad de la banca privada, lo que debe complementarse con 
el hecho que en el 2010 la banca extranjera era propietaria de la mitad de los 
activos de la industria.

Ingresos del Estado

La carga tributaria o presión fiscal es el porcentaje que la recaudación es-
tatal representa sobre el PBI total. Cuando miramos en la región podemos ob-
servar que son Brasil y Argentina los países que recaudan más, con un 34,2% 
promedio para el trienio 2007-2009 y un 30,5% para el mismo período respec-
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tivamente. En las últimas dos décadas los países de América Latina han mejo-
rado esta cifra, siendo Uruguay uno de los que ha aumentado menos, llegando 
a un 24,2% ubicándose por arriba de la media de América latina (18,2%. Cabe 
aclarar que el promedio de los países de la UE asciende a un 39,8%  y los de la 
OCDE a un 36,2%). En suma, Uruguay no escapa de los problemas de la región, 
cuyo principal problema no es que gasten mucho, como lo quieren pintar mu-
chos sectores liberales, si no que recaudan poco. Veamos por qué…

Existen en todos los Estados impuestos directos, que gravan directamente 
a las personas físicas o jurídicas (IRAE, IRPF, etc.) e impuestos indirectos como 
el IVA que se aplican a determinados bienes y servicios. Son los primeros los 
que tienen mayor capacidad redistributiva o concentradora según como se apli-
quen, mientras que los segundos son más regresivos pues se aplican a bienes y 
servicios que todos consumimos o deberíamos consumir, independientemen-
te de la clase social a la que se pertenece. Aquí tenemos un primer problema, 
pues en Uruguay estos últimos representan más de la mitad de la recaudación 
impositiva, mientras que en los países de la OCDE esa relación es inversa. La re-
caudación de los impuestos al consumo representa un 63,2% de la recaudación 
total, las rentas personales el 13,7%, las rentas empresariales el 13,2% y los 
impuestos a la propiedad el 6,5% del total (DGI 2011)1

Observamos así que la recaudación del Estado recae sobre todo en los tra-
bajadores. Sumándole a estos datos, que los empresarios están exonerados de 
IVA en múltiples bienes y servicios, y que es a la clase trabajadora a la que más 
le cuesta consumir, debido a sus reducidos ingresos (ver el siguiente grafico).

1  Aportes para la discusión presupuestaria en educación. Pablo Messina y Martín San-
guinetti. Año 2013

quintil de 
ingreso

ahorro promedio / 
ingreso disponible

total 8,6

1 -11,8

2 0,9

3 2,8

4 6,0

5 18,1

Tabla 1. Ahorro 
como porcentaje del 
ingreso disponible. 
según quintil de 
ingreso per cápita, 
total del país. engih 
2005-2006.2
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Exoneraciones impositivas

Comencemos con los servicios de enseñanza privada. Los usuarios de este 
servicio están exentos de IVA, representando este privilegio un 0,25% del PBI. 
Si a esto le sumamos las exoneraciones de IRAE, podríamos decir que la ense-
ñanza privada goza de una especie de subsidio de unos 2860 millones de pesos, 
esto solo en 2011.

Otro de los aportes que el Estado renuncia es el proveniente del IRAE. 
En 2011 no se recaudaron unos 14.709 millones de pesos, representando un 
66,3% de lo recaudado por ese impuesto ese mismo año. O sea que del 100% de 
la base imponible, aproximadamente un 40% se lo regalamos a los capitalistas 
vía exoneraciones.

A este tipo exoneraciones se les denomina gastos tributarios. En el siguiente 
cuadro podemos leer algunas de las exoneraciones según el tipo de impuesto.

La mayor parte de los beneficios fiscales otorgados a las empresas, naciona-
les o extranjeras, se dan por intermedio de la Ley de Promoción de Inversiones 
o por la Ley de Zonas Francas. Respecto a la primera, desde el 2008 al 2012 se 
les ha otorgado beneficios a 2385 empresas y como consecuencia no se recau-
daron 100.000 millones de pesos en solo 4 años, lo que equivaldría hoy a 40 
millones de dólares. Esto si hacemos la conversión a dólares con el dólar a 25 
(precio que está muy por arriba del de la época).

Por su parte las zonas francas están exoneradas de IRAE e IPAT. La renuncia 

2  Ídem1.  Las cifras negativas que aparecen en los dos primeros quintiles quieren decir 
que no existe ningún ahorro si no que estos sectores deben endeudarse para poder con-
sumir.
3 	   Ídem 1.

Tabla 2. Gasto tributario y peso en el PIB por tipo de impuesto.  
Miles de pesos corrientes año 2011.

GT GT/PIB
IVA 25.842 2,86
IRAE 14.709 1,63
IRPF cat 1 y 2 2.022 0,22
IPAT 9.326 1,03
IMESI 326 0,04
Total 52.224 5,78

 
Elaboración propia, extraído de DGI (2012).3
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fiscal solo en 2011 asciende a 5.138 millones de pesos por IRAE y 1.444 millo-
nes de pesos por IPAT.

Si miramos hacia los sectores capitalistas del campo, el anuario de Opypa4 
indica que la presión fiscal del agro ronda el 8% -menos de un tercio que el pro-
medio de nuestra economía- Es decir que quienes más se han beneficiado del 
crecimiento económico producto de los precios de los alimentos, la expansión 
de la soja transgénica y los monocultivos de eucaliptus aportan mucho menos 
que el resto de la sociedad a las cuentas públicas. Esta inequidad se explica por 
la exoneración del impuesto de primaria, del IPAT, del IVA en todos los insumos 
utilizados para la producción, y el descuento de IMEBA del pago de IRAE. De 
aquí algunas puntualizaciones realizadas por el Sindicato de la construcción 
(SUNCA):
•	 “Si los inmuebles rurales, excluyéndolos de los productores familiares, vuelven 
a pagar el impuesto de primaria, como pagan los inmuebles urbanos, la recau-
dación aumentaría en 2000 millones de pesos anuales

•	 Si se elimina la exoneración de los inmuebles rurales del impuesto al patrimo-
nio, medida que está en estudio en el gobierno, se recaudarían entre 1600 y 
2000 millones de pesos anuales

•	 Con un impuesto a las exportaciones de soja y de madera (detracción) del 15% 
se recaudarían 5000 millones de pesos y con un 5% sobre la carne más la eli-
minación de la devolución de impuestos de 2% se recaudarían 1960 millones 
de pesos.”5 

Con respecto a este último punto vale la pena informar que en Argentina las 
detracciones a la soja son de un 25% sobre las ganancias y hay quienes plantean que 
la detracción debe ser de un 50%, tomando en cuenta que el impuesto sería sobre 
las ganancias y el daño medioambiental que provocan los agrotóxicos y los mono-
cultivos.

Otro de los planteos que este sindicato ha realizado, aunque no le ha dado mu-
cha difusión, es que el IRAE vuelva a grabar a las empresas sobre el 30% y deje de 
hacerlo sobre el 25%, de esta manera podrían recaudarse 235 millones de dólares 
más por año. Eso si no los exoneramos de IRAE claro está. Reclamos como estos 
podrían ser incorporados a la plataforma de nuestro sindicato, lo cual ayudaría 
a sacar a la luz parte de los beneficios con los que cuentan los capitalistas, 
aunque también en este último punto no podemos dejar de señalar que es muy 

4  	 Oficina del MGAP encargada de sistematizar la información útil para la elabora-
ción de políticas.
5 	   Ídem 1
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moderado el aumento planteado, pues recordemos que es un impuesto sobre las 
ganancias. Es decir, que si la empresa no tiene ganancias en algún ejercicio el im-
puesto no se aplica. Además de que las ganancias son cifras exorbitantes que permi-
ten a unos vivir como reyes y condenan a otros a vivir en la miseria.

Gasto en educación

Es sabido que el gasto en educación se ha incrementado en los últimos años 
como se ve en el grafico 1, pero debemos leer este crecimiento de manera crítica. 
En primer lugar debemos preguntarnos ¿Qué tipo de proyectos se han financiado 
con el crecimiento? Es decir ¿Qué tipo de política educativa se impulsa con el pre-
supuesto asignado a la educación? Cómo todos sabemos existe una concepción pe-
dagógica que se sintetiza en la política de “inclusión educativa” la cual tiene varias 
implicancias. Entre ellas la flexibilización de contenidos, ponderando la facultad 
socializadora del sistema educativo por sobre la formación académica y sus conteni-
dos, transformando a los liceos en “contenedores” o a las escuelas en “merenderos”. 
También tenemos una gran cantidad de proyectos especiales que van en la línea del 
“pase social” PROCES, Plan 2009, entre otros, acompañados por la fuerte presión 
ejercida por equipos de dirección e inspección como lo venimos constatando desde 
hace varios años. No quedan por fuera de estos planes el Promejora, aulas comu-
nitarias, entre otros, que además de defender estas tendencias pedagógicas abren 
la puerta a la injerencia de empresas privadas, quienes pretenden transformar a la 
educación pública en un nuevo mercado y en un surtidor de mano de obra, dejando 
de lado aspectos fundamentales como el de formación integral de los individuos.

Pero centrémonos exclusivamente en el aspecto económico para comprender si 
el aumento bruto implica verdaderamente más recursos para la educación pública. 
Para esto analicemos el siguiente gráfico en el que aparecen los gastos en educación 
ajustados por inflación (es decir el gasto como porcentaje del PBI típico), el gasto en 
educación ajustado por la inflación específica del rubro educación (se toma en cuenta 
para el ajuste solo la evolución de los precios del rubro educación, mientras al PBI se 
lo ajusta con el indicador para toda la economía), y por último se ajusta la educación 
con el índice medio de salarios mientras al PBI se lo ajusta con la inflación general, 
lo cual es muy útil porque aproximadamente el 80% del presupuesto educativo se 
destina a salarios.
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Gráfico 1. Relación Gasto en Educación/PIB a precios corrientes, ajustado 
por inflación y ajustado por el IMS del sector público.6

Como puede apreciarse en el grafico, si se ajusta tomando en cuenta para la educa-
ción la inflación específica del sector o el IMS vemos que la inversión en educación no 
ha variado sustancialmente desde la década de los 90.

Prioridad fiscal

El gráfico 2 nos muestra el peso de la educación pública en el presupuesto na-
cional (gasto total del Estado) a partir de 1960 de forma comparada con el Ministerio 
de Defensa, el Ministerio del Interior y el gasto en seguridad social, lo que nos per-
mite analizar la evolución del presupuesto desde una mirada histórica. Una primera 
constatación es la reducción del presupuesto educativo en la etapa dictatorial que se 
contrapone al aumento exponencial del presupuesto militar. También es de desta-
car como en los años 1982 (la tablita) y 2002 la educación presenta picos mínimos, 
esto demuestra que en época de crisis se utiliza a la educación pública como va-
riable de ajuste, entre otras como los salarios7, priorizando a los sectores capitalistas  

6 	   Ídem 1.
7 	   En la ronda de consejos de salarios del 2013 las pautas del gobierno implicaban 
topear el incremento de salario real en un 3% por año y condicionar dicho incremento al cre-
cimiento de la productividad en el sector respectivo de la economía.
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(ver gráfico de deuda externa para los mismos años, gráfico 3)

Podemos notar también en ambos gráficos que si bien el presupuesto asigna-
do ha aumentado en los últimos años este no ha alcanzado los niveles previos a la 
dictadura, lo que se agrava si tomamos en cuenta que el aumento de la matrícula 
durante esta etapa ha sido altísimo. Esto nos lleva a un presupuesto educativo per 
cápita muy por debajo que el de aquellos años.

Por último se hace necesario ver como el pago de la deuda externa, que se ori-
gina previamente a la dictadura pero es en esta última que se torna impagable lo 
cual la transforma en ilegitima, afecta seriamente la capacidad del Estado a la hora 
de destinar recursos a sectores tan castigados como la salud y la educación pública, 
o a un plan de vivienda que atienda las necesidades de los trabajadores más pobres. 
Así surgen muchos problemas o déficits que se intentan sanear con más endeuda-
miento, cayendo en un mecanismo siniestro que tiene como corolario la pérdida de 
soberanía política de nuestro país. 

8 	   Ídem 1

Gráfico 2. prioridad fiscal en anep-udelar, mdn, mi y 

transferencias a la seguridad social8
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Elaboración propia. 
Fuente AGEV-OPP y CGN
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Lo que los discursos ocultan.

En muchas ocasiones el gobierno y la oposición se unen para legitimar la refor-
ma educativa de corte neoliberal que ambos quieren imponer en la sociedad. Una 
de sus fuentes de inspiración es el modelo chileno (que ya no se cita tanto debido a 
su fracaso, constatado y denunciado por las grandes mayorías populares) el finlan-
dés, el sueco y más recientemente el de Corea del Sur y el de Canadá. La intención 
es legitimar la estructura de un nuevo sistema nacional de educación basándose en 
que esos cambios han llevado a estos países a mejorar la calidad de la educación 
(léase los resultados de las pruebas internacionales financiadas por organismos 
como el BID y el BM), y para esto utilizan datos, estadísticas de distinto tipo que en 
teoría probarían el éxito de este tipo de modelos. Pero ni el gobierno ni la “oposi-
ción” se encargan de difundir datos que hacen a las condiciones de trabajo de los 
docentes, sus salarios, sus cargas horarias, las horas pagas para que estos se formen 
e investiguen, así como el nivel de vida de los estudiantes o el presupuesto destina-
do a la educación en estos países. Obviando también ejemplos exitosos como el de 

9 	   Ídem 1

Gráfico 3. prioridad macroeconómica de los servicios de deuda, del inciso 
subsidios y subvenciones, diversos créditos y de anep-udelar
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Cuba, cuyo modelo es completamente antagónico al que estos proponen. Difunda-
mos aquí algunos de esos datos:
•	 Canadá, Chile, Corea del Sur, Finlandia, Nueva Zelanda y Suecia asignan respec-

tivamente a la educación 5,4%, 4,1%, 5,2%, 6,8%; 7,1% y 7% del PBI mientras 
Uruguay asigna un 3,9% siendo parte de este (0,81%) subsidios indirectos al sis-
tema de salud privado, a la seguridad social (pública-privada) y al fondo nacional 
de vivienda. Quedando propiamente para gastos educativos un 3,15%.

•	 Este 0,81% que solo esta de pasada por la ANEP y la UDELAR se debe a que 
los aportes patronales a la seguridad social del estado son de 19,5% mientras 
la tasa genérica de la economía es de 7,5%. A la vez que desde 1990 el sector 
privado no aporta al fondo nacional de vivienda, aporte que si hacemos los 
trabajadores del sector público con un 1% del nominal. Es decir que gran parte 
de las jubilaciones del sector empresarial lo financia el pueblo a través del 
Estado. Además de la caja militar que siempre está en déficit debido a que los 
militares se retiran con 20 años de trabajo y 38 años de edad con el 100% del 
salario generalmente, mientras que nosotros lo hacemos con un 45%.

•	 Además de los subsidios ya mencionados, la enseñanza privada no paga aporte 
patronal a la seguridad social por los más de 42.900 trabajadores del sector, 
ni al FONASA. Todas las exoneraciones de las que goza la enseñanza privada 
equivalen a un 0,45% del PBI.

Salario y condiciones de trabajo
•	 47% de los docentes de secundaria tiene otro empleo y los que están en esta 

situación trabajan 50 horas en promedio.
•	 El promedio mundial de los países evaluados por las pruebas Pisa arroja que el 

salario docente es de un 123% del PBI per cápita, mientras el de Uruguay es de 
apenas un 78%. Ubicándose dentro del 25% de los países que menos le paga a 
sus docentes.10

•	 Si tomamos como base para comparar los salarios docentes previos a la 
dictadura vemos que los mismos no se han recuperado. Lo mismo que pasa 
con el presupuesto para ANEP y UDELAR. 

Es fácil para nosotros reconocer que cuantas más horas de aula se trabajan, 
menos le dedicamos a tareas imprescindibles para desarrollar mejor nuestra labor, 
como la planificación y la formación. Por eso es grave el primer punto de salario y 
condiciones de trabajo. Este dato revela que los docentes estamos sobrecargados. 

10  	  Este dato se elaboró tomando en cuenta a los docentes con 15 años de antigüe-
dad y se compara entre los países tomando el poder de compra de los salarios.
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Más, si sumamos a esto, el desprestigio que sufrimos día a día, sumamente injusto, 
pues la gran mayoría de los docentes  a pesar de las condiciones realiza actividades 
fuera del aula, que no son reconocidas por el sistema y mucho menos remuneradas. 
Hablamos de cursos que nos permiten mejorar la calidad de lo que hacemos, estu-
dio por nuestra cuenta para el mismo fin, salidas didácticas por fuera del horario y 
un sinfín de actividades que realizamos honorariamente y que seguiremos llevando 
adelante dado nuestro gran compromiso con nuestros estudiantes.

La baja remuneración de los docentes trae problemas a la hora de cubrir los 
cargos. Ya es sabido que la tendencia en primaria es a la baja en cuanto a esto, y 
que se ha perdido el 100% de maestros egresados para cubrir los cargos. Es que a 
la hora de elegir carreras, los jóvenes muchas veces optan por aquellas que les dan 
más rédito económico, y que les permiten solventarse económicamente. Sabemos 
que este no es el único factor a la hora de elegir (de lo contrario ya no existirían 
docentes egresados) pero es determinante en muchos casos, y si no mejoramos 
los salarios se apostará cada vez menos a la formación docente profesional, lo cual 
traerá diversos problemas como la reducción de los contenidos en FD (para que la 
gente apueste a una carrera corta y de rápida inserción) y/o un reducido número 
de docentes formados específicamente para la función. 

Estos últimos son problemas del propio sistema educativo, pero las consecuen-
cias negativas de los bajos salarios y las malas condiciones de trabajo (entre las 
cuales también se encuentra la superpoblación de la que no hemos hablado aquí, 
pero es una consecuencia directa de los escasos recursos que se destinan a la edu-
cación pública) repercuten directamente sobre la calidad de vida del docente, so-
bre su salud física y mental. Por eso también debemos pelear por mejores salarios, 
mejores condiciones de trabajo, infraestructura acorde a las necesidades, y por que 
se respete y se delimite el rol del docente de manera adecuada. No es culpa del do-
cente que el sistema capitalista neoliberal vigente no de soluciones y condiciones 
a las verdaderas necesidades de la gente. No tenemos la culpa de la desigualdad, 
de la pobreza, y de la injusticia (que limita el rendimiento y el futuro de nuestros 
alumnos) que este sistema siembra para cosechar las grandes fortunas de los capi-
talistas. Necesitamos más recursos. Para cuestiones como la pobreza, la injusticia y 
la desigualdad debemos posicionar al movimiento sindical en su conjunto y  luchar  
en consecuencia para hacer frente a estas realidades. No queremos un movimiento 
sindical que a través de su dirigencia sirva de brazo social de un gobierno que ha 
favorecido al  incremento de la fortuna de la clase burguesa en detrimento del pue-
blo trabajador. 
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Políticas educativas

Respecto de la educación en general, en la Ley presupuestal no sólo se define 
el presupuesto educativo sino también las políticas educativas (acompañadas de la 
asignación presupuestal correspondiente)  a implementar en el próximo período 
de gobierno. 

En plena campaña electoral el presidente electo Tabaré Vázquez afirmó que 
se debía “cambiar el ADN del sistema educativo”. Su asesor en Educación en ese 
momento, y ahora subsecretario de Educación Fernando Filgueira, insistía en la ne-
cesidad de promover un proceso profundo de transformaciones educativas. 

Desde la “oposición” parecen no dudar en declarar como obsoleto el sistema 
educativo público actual para comenzar a implementar  una suerte de “revolución 
educativa”.

Existe, además, un fuerte consenso en torno a los ejes centrales del nuevo pro-
yecto educativo a implementar, expresados en los acuerdos multipartidarios sobre 
Educación, en el que participaron todos los partidos con representación parlamen-
taria hasta ese entonces, y en el documento “Diálogos en torno a un proyecto educa-
tivo de largo aliento 2015-2030” elaborado por Fernando Filgueira, Renato Opertti, 
Martin Pasturino y Ricardo Vilaró. En este último, se sintetizan los principales cam-
bios a promover en todo el sistema educativo público.

 Lo que se pretende llevar a cabo, más allá de que deliberadamente no se expli-
cite, es una reforma educativa (no se trata  meramente de cambios accesorios sino 
de modificaciones sustanciales)

Se ha instalado en el discurso de las autoridades la idea de que en la era de la 
revolución tecnocientífica y en la sociedad del conocimiento nuestro sistema  edu-
cativo está en crisis, ya no puede dar respuestas a las necesidades que plantea “la 
nueva época”, por lo tanto se lo presenta como obsoleto, caduco, desactualizado. 
Este discurso catastrofista legitima la imperiosa necesidad de un cambio, de una 
reforma.

Reforma educativa. Algunas puntualizaciones 

En la evaluación y el diagnóstico del sistema educativo actual que se esboza en 
este tipo de documentos, y en la planificación y el diseño de  nuevas políticas edu-
cativas, el colectivo de trabajadores docentes y de la enseñanza, no han participado. 
Una vez más, se quiere implantar  una reforma educativa de manera totalmente 
inconsulta. Estas propuestas nos llegan desde los altos orbes de las gentes expertas, 
los “técnicos en educación”, que pretenden persuadirnos con una retórica  produc-
tivista y pragmática.  
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Los ideólogos de la reforma deforman el concepto de participación. Para estos 
la participación de los docentes consiste en votar a un consejero que en teoría nos 
representará ante el CES y el CODICEN. Aunque la realidad indica que no solo no 
nos representa, si no que son esas mismas figuras las que han combatido al sindi-
cato en diversas instancias, defendiendo posturas contrarias en varias bipartitas y 
denostando la lucha de los docentes movilizados11. Para nosotros la participación 
real solo existe en el marco de un sistema nacional de educación autónomo y cogo-
bernado con representantes directos de los liceos, las escuelas y las UTUs. Por estas 
razones rechazamos las figuras de consejeros electos.

Se insiste, sumado a lo anterior, en  la necesidad de que los cambios en Educa-
ción estén liderados por el gobierno en acuerdo con el resto de los partidos, lo que 
implica alejarse de cualquier intento de democratización y participación real de los 
verdaderos protagonistas de la educación (estudiantes, docentes, funcionarios, pa-
dres). Recordemos que la Ley de Educación 18.437 (2008)  subordinó el sistema 
de educación pública a las autoridades político partidarias de turno, conforme la 
sometía  al Poder Ejecutivo a través del MEC, desconociendo la autonomía de los 
entes públicos establecida en la Constitución de la República.

Consideremos todos los proyectos que se han implementado en estos últimos 
años, sin la más mínima participación del colectivo docente: Aulas Comunitarias, 
Pro-CES (Programa de culminación de estudios secundarios), Plan 2009, Plan 
2012, Liceos Abiertos, Pro-Lee, Pro- Razona, Uruguay Estudia, Compromiso Educa-
tivo, Tránsito entre Ciclos Educativos, Plan Ceibal, Profime-Promejora, entre otros, 
o la Reforma de Ciclo Básico que se intentó llevar a cabo en el 2013.

Esta diversidad de  planes, programas, y proyectos comparten un eje verte-
brador: acreditar la culminación de niveles (reduciendo la exigencia académica) a 
través de políticas focalizadas, con un claro objetivo: por un lado, reducir los indi-
cadores de repetición y deserción y mejorar las índices de promoción, y por otro, 
formar en base a las exigencias del mercado laboral.

 En el documento “Fundación 2015-2030” se profundizan este tipo de políticas 
educativas que ya se vienen ensayando hoy con este tipo de  proyectos.

11  	 El consejero Daniel Guasco se refiere hacia las ocupaciones siempre en términos 
despectivos y considera que quienes defendemos los derechos de todos los trabajadores 
trancando elecciones de horas u ocupando liceos somos una patota.
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Sobre las políticas focalizadas…

En base a los alarmantes índices de “fracaso escolar” se busca mejorar los re-
sultados a través de  una serie de proyectos que están dirigidos a atender las pro-
blemáticas puntuales.

“La actual administración -atendiendo a las características de la evolución histó-
rica que presenta el sistema educativo en nuestro país y en función de las líneas polí-
ticas educativas nacionales a desarrollarse en el presente quinquenio- establece como 
criterio rector el desarrollo de políticas de focalización. Las mismas tienden a revertir 
los fenómenos de deserción y exclusión del sistema en el marco de la universalización 
de la educación media. En tal sentido se discriminan positivamente situaciones parti-
culares de sectores sociales que por causas multifactoriales no acceden a la educación 
media en este momento no lo han hecho o han sido desertores del sistema.”12

Sin embargo, los problemas educativos no son problemas “puntuales” ni tam-
poco son esencialmente educativos, tienen su origen en las condiciones económi-
cas, culturales y sociales en las cuales está inmerso el estudiante. Los liceos que 
presentan mayores niveles de repetición y  deserción son los que se encuentran 
insertos en contextos más vulnerables desde el punto de vista socio-económico. 
Por otra parte, desde la administración se asume que los problemas educativos 
suponen causas multifactoriales, no obstante, la solución global al problema se la 
encomienda al sistema educativo, cuando este solo puede ofrecer una respuesta 
parcial a un hecho que se asume (contradictoriamente)  como multifactorial. 

Las  políticas focalizadas consisten en adaptar la propuesta curricular al contex-
to. “Se trata de apoyar las ofertas educativas que mejor respondan a las expectativas 
y necesidades de los jóvenes situados en diferentes contextos con independencia 
de su formato institucional”13.

Hay una fuerte apuesta a la semestralización de los cursos y a nuevas moda-
lidades de cursar que implicarían por ejemplo  clases on- line o semipresenciales, 
que escapan del formato clásico institucional. Esta intención de reducir el tiempo 
dentro del aula no es nueva, ya está presente en programas como: Aulas Comuni-
tarias, Áreas Pedagógicas, CECAP, Pro-CES, Plan 2009, Plan 2012. Esto supone que 
el docente deba reducir la cantidad de contenidos a trabajar. Sin embargo, esto no 

12  	  Documento “PROYECTO MARCO DE PROGRAMAS EDUCATIVOS ESPECIALES”. 
2007 http://www.ces.edu.uy/ces/images/stories/Programaseducativosespeciales/peelar-
go.pdf p. 3
13  	  “La educación prioridad del país: aportes a la construcción de una educación 
genuinamente inclusiva” Fundación 2030.
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parece preocupar a las autoridades ya que el discurso pedagógico que encierran 
estos proyectos está basado en la enseñanza de habilidades cognitivas y no tanto 
de contenidos académicos. Desde este marco, la curricula en base a las asignaturas, 
también se pretende modificar, o cuando no, eliminar; retornando a la educación 
por áreas, planteada ya en la nefasta “Reforma Rama”. En este sentido, en los cen-
tros educativos se promoverá “el desarrollo de competencias situadas”14 y  “currí-
culos localizados”. 

A continuación transcribimos un fragmento de una entrevista a R. Opertti en 
donde se explican estas nuevas modalidades de enseñanza, pautadas por los currí-
culos contextualizados.

Dice Opertti: “Localizar el currículo es darle la libertad y la responsabilidad al 
centro educativo para que trabaje en el desarrollo de ese currículo […] implicaría 
la ventaja de desarrollar proyectos mucho más vinculados a la comunidad; signi-
ficaría […] libertad para trabajar algunos temas más atinentes al desarrollo local”. 

Periodista entrevistador: “Por ejemplo, la actividad industrial que se desarrolla 
en la zona”. 

Y coincide el entrevistado Opertti: “O la actividad forestal en la zona norte o del 
litoral del país. Es decir que el currículo tenga pertinencia local pero una mirada 
global -glocales-: miradas y enfoques globales con aterrizajes locales.” (20.06.2011)

El criterio de la diversidad contextual estaría pautado, en última instancia, por 
los intereses de las empresas o de los grandes inversionistas, inserto en una lógica 
territorial, que traería aparejado mayor segregación  e intensificación de los niveles 
de fragmentación social. 

La propuesta educativa, en el marco de las políticas focalizadas,  estará orienta-
da a  brindar al alumno competencias útiles para el mercado laboral, circunscripto, 
además, a los intereses empresariales de su lugar de providencia. Se pasará a for-
mar en competencias,  flexibilizando los contenidos académicos y por consiguiente 
su evaluación. No se toman en cuenta  los procesos educativos, lo importante desde 
esta lógica es mejorar los resultados y formar para el mercado de trabajo

Desde esta perspectiva la educación no es concebida como un derecho sino 
como un servicio, o incluso un capital, porque se convierte en un bien a invertir 
conforme genera capital humano, mano de obra barata.  

Consideramos que las políticas focalizadas no son soluciones reales, acentúan 
las desigualdades ya existentes. Una propuesta educativa restringida al contexto y 
a los intereses empresariales del desarrollo local  supone, en última instancia, una 
“condena social”. 

El valor emancipatorio del conocimiento y de la educación, que consiste en for-

14  	  Ídem 
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mar individuos críticos y autónomos capaces de cuestionar, de pensar-se,  y  de 
transformar la  realidad, se ha sustituido por un fin netamente pragmático e instru-
mental funcional a una lógica  neoliberal (que viene digitada de antemano por los 
organismos multilaterales de crédito).

La gestión educativa y el modelo empresarial. 

Uno de los aspectos centrales que pretende modificar esta reforma es la es-
tructura organizativa de la educación pública.  “Los cambios de estructura y orga-
nización son condición indispensable para adecuar la educación a los tiempos y 
espacios en que transcurre y opera el país…”15

Desde la década de los ́ 90 se ha instalado un discurso que asocia lo público a la 
ineficiencia, inoperancia, y a la incapacidad de administrar. Por lo tanto, al momen-
to de cambiar la estructura administrativa se pretende imitar el modelo privado o 
la lógica empresarial. Es así que aparecen términos propios del mundo de los nego-
cios en el diseño e instrumentación de las políticas educativas (en los últimos años 
se ha instalado un discurso educativo plagado de términos economicistas) como: 
“eficiencia”, “calidad”, “gestión de los centros”, “capital educativo”, entre otros. Esto 
supone desmantelar el sistema educativo público estatal, no tanto para fomentar 
explícitamente las empresas privadas, sino para privatizar lo público mediante la 
imposición de la lógica empresarial, lo que implica una mercantilización de la edu-
cación pública. El marco jurídico habilitante a estas reformas ya se hacía presente 
en el texto de la Ley de Educación 18.437 que permite, por ejemplo,  la participación 
en la conducción de la enseñanza a las organizaciones empresariales. 

En el documento de la Reforma se reconoce explícitamente la conveniencia de 
la injerencia de la esfera privada en el sistema educativo: 

“... un sistema educativo como un facilitador de oportunidades de formación 
de calidad para todas y todos, estableciendo sinergias entre lo formal/no formal e 
informal, y lo público/privado.”16

Los centros públicos de gestión privada funcionan bajo esta lógica, en la que 
además el Estado se encarga de subsidiarlos indirectamente (mediante exonera-
ción impositiva por ejemplo). El liceo Jubilar es una clara muestra ya que recibe 
dinero estatal pero es un emprendimiento privado (que pertenece y es gestionado 
por la Iglesia Católica). Otro ejemplo es lo que sucede con la Universidad de Monte-
video, que tiene profesorados cuyas prácticas (incluso la que corresponde a 4º año 

15  	  Ídem  
16  	  “La educación prioridad del país: aportes a la construcción de una educación 
genuinamente inclusiva” Fundación 2030.
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y es remunerada) son realizadas en la educación pública.
Autonomía de los centros de enseñanza. Una de las claves para mejorar la 

eficiencia, desde el discurso de la reforma, es la descentralización institucional. Esto 
implica dotar a los centros educativos de mayor “autonomía” para obtener recursos 
(lo que significa que los centros deban competir para ser beneficiados, encontrán-
dose en desventaja aquellos centros que están insertos en contextos desfavorables) 
y  para diseñar los proyectos de centro (en relación a las demandas del contexto). 
Vale advertir, que una de las consecuencias de esta descentralización es que los lo-
gros y resultados que alcance el centro serán responsabilidad de sus “gestores”, y 
los “fracasos escolares” podrían ser explicados en términos de mala gestión. El lide-
razgo institucional y pedagógico será de los directores/ gestores.

Esto es lo que se plantea como “autonomía de centro”. Lejos de cualquier “auto-
nomía”, mantiene al liceo bajo la égida directa de las autoridades de turno, a través 
de un rígido cuerpo inspectivo y directores “gestores” (con capacidad de decidir, 
por ejemplo, los docentes que trabajarían en “su” institución) 

Ese modelo “gerencial” se vería potenciado por una normativa que flexibiliza 
el vínculo laboral de los trabajadores con la ANEP, al tiempo que se endurece su 
dependencia para con las autoridades liceales. En tal sentido deben interpretarse 
las iniciativas para  introducir cambios en la elección de horas y el Estatuto Docente.

Rol docente.  Al momento de la elaboración, la ejecución y la evaluación  de 
políticas educativas no se contempla al docente como un actor fundamental, siendo 
que está directamente implicado  y formado en el quehacer educativo. Contraria-
mente, se lo concibe como mero ejecutor de las mismas. En el documento de refor-
ma “La educación prioridad de país: aportes a la construcción de una educación 
genuinamente inclusiva”  se hace énfasis en la profesionalización docente pero pa-
radójicamente no se toma en cuenta su perspectiva a la hora de elaborar un diag-
nóstico de la situación actual de la educación, ni tampoco al momento de plantear 
cuestiones de una índole propositiva.

Se plantea una educación inclusiva que atienda las necesidades de los estudian-
tes, sin embargo, se desestima los reclamos históricos de los docentes para que esto 
sea posible.

Elementos de nuestra realidad educativa actual nos hace imposible atender a 
los alumnos de forma personalizada, que tenga como objetivo el acceso de todos los 
estudiantes a una educación integral. Grupos superpoblados, liceos con carencias 
edilicias, falta de funcionarios y de recursos económicos, baja remuneración docen-
te que conduce al multiempleo y a la escasez de tiempo para dedicarle a las tareas 
extra- aula, falta de materiales didácticos, y de espacios físicos hacen hoy a las con-
diciones de trabajo y  estudio en el sistema educativo público uruguayo. ¿Cómo se 
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puede abogar por una profesionalización de la tarea docente desconociendo que 
son  las condiciones de trabajo, ente otras, la que dignifican nuestra labor? 

 Las autoridades que pretenden llevar a cabo la Reforma, desde una óptica ab-
solutamente simplista,  plantean que el gran problema de la Educación reside en la 
carencia de una propuesta educativa convocante. En el documento,  cuando se ha-
bla de los problemas de la Educación en general, se plantea “Esto tiene que ver con 
problemas estructurales, edilicios, de asignación de horas, de condiciones salariales, 
de contextos socioculturales de los alumnos, pero sobre todo con la ausencia debili-
dad de un discurso educativo convocante y de prácticas eficaces en torno al para qué, 
el qué, el cómo y cuándo se enseña y aprende”17

Es por esto que no se plantean soluciones reales, contrariamente,  se subesti-
man los problemas de fondo o las causas materiales y se asume el efecto como la 
causa. Desde este supuesto, el documento se centra en la oferta educativa y en estas 
nuevas modalidades de aprendizajes diversificadas.

La evaluación nos PISA

En otro orden de cosas, en el 2015 también se aplicarán nuevamente las prue-
bas PISA en Uruguay, una evaluación internacional obligatoria para los países que 
integran la OCDE, que se lleva a cabo cada tres años y en la que nuestro país par-
ticipa desde el año 2003. Se trata de una prueba que solo evalúa tres aspectos del 
sistema educativo (lengua, matemática y ciencias) y que opera bajo el supuesto de 
que es posible evaluar de la misma forma a estudiantes de 15 años de diversos 
países y de distintas realidades económicas y culturales. En el mejor de los casos, 
sus resultados solo arrojan información sobre un aspecto del sistema educativo, 
considerado como relevante por los técnicos de la OCDE, en función de los que ellos 
consideran que debe saber un joven al finalizar la enseñanza obligatoria. Pero ¿qué 
es lo que debe saber un estudiante al culminar el ciclo de enseñanza obligatoria 
en el Uruguay? ¿Será lo mismo para todos los jóvenes, en todos los países y en to-
das las condiciones económicas, sociales y culturales? ¿La historia, la literatura o la 
educación física, por mencionar ejemplos, no enseñan nada relevante a un joven? 
Además, la evaluación ¿no debería intentar ser un reflejo de lo que nosotros ense-
ñamos? ¿Es justo evaluar a nuestros jóvenes con criterios establecidos por técnicos 
de la OCDE? ¿No debería darse el debate sobre qué debemos enseñar y, por tanto 
evaluar, en los jóvenes, con sus verdaderos implicados (docentes, estudiantes, fun-
cionarios, padres)?  

17  	  “La educación prioridad del país: aportes a la construcción de una educación 
genuinamente inclusiva” Fundación 2030.
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Por otra parte, sus resultados son tomados de forma sensacionalista por la 
prensa, que solo divulga el conocido “ranking” de países y para las autoridades de 
la educación y sus técnicos refuerzan la idea de una crisis en la educación y de la 
necesidad de tomar medidas urgentes, operando como fundamento de las nefastas 
reformas educativas, que nos colocan hoy, otra vez, en pie de lucha. Además, sus 
resultados solo son tomados en un aspecto, las pruebas PISA también son espejo de 
las desigualdades sociales y permiten derribar el mito de que la educación privada 
“es mejor” que la pública (ya que en contextos en los que no hay carencias materia-
les y afectivas, los jóvenes de la educación pública obtienen los mismos resultados 
que los jóvenes de educación privada). Existe un supuesto de lo qué es la calidad 
educativa que no fue puesto en discusión, nada expresan los medios de comunica-
ción y ni las autoridades de la educación, sobre la relación entre la asignación pre-
supuestal y los resultados de las pruebas, ni de cómo condicionan el acto educativo 
las condiciones de trabajo de los docentes y de estudio de nuestros jóvenes. 

Consideraciones finales

Se cierra un ciclo económico que permitió a Uruguay crecer a niveles nunca 
antes registrados. Este crecimiento enriqueció al sector empresarial y amplió la 
brecha entre la clase dominante y la trabajadora, a pesar de ciertas mejoras que 
creemos pasajeras. La desaceleración económica, el déficit fiscal de 3,6% del año 
pasado y el gran endeudamiento contraído por los gobiernos (de “izquierda” y de 
derecha) llevan inevitablemente a un ajuste económico. La cuestión es ¿quién paga 
ese ajuste? Si se prioriza a las exoneraciones fiscales que reciben los capitalistas, 
si se prioriza el pago de la deuda externa, si se piensa que desarrollarse es dejar 
que el país sea invadido por multinacionales, inevitablemente el ajuste se hará por 
intermedio de las tarifas públicas que pagamos los trabajadores mayoritariamente, 
se recortará el gasto en salud, en educación y en vivienda, se congelarán los sala-
rios (que es lo mismo que bajarlos). Nosotros planteamos que la crisis no la deben 
pagar los trabajadores sino quienes se han enriquecido durante todo este período 
de auge. 

Durante las últimas décadas la clase capitalista se ha desarrollado en nuestro 
país y como consecuencia surgen para esta clase nuevas necesidades. Los siste-
mas educativos históricamente han estado al servicio de la clase que domina en un 
determinado momento, se han ajustado a lo que estas necesitan y no a lo que los 
pueblos precisan. La reforma educativa no es una excepción, es un intento por sa-
tisfacer estas nuevas necesidades contrapuestas o antagónicas a los intereses que 
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nosotros defendemos (una educación que sirva para el trabajo pero también para 
formar seres humanos críticos, sensibles, con capacidad transformadora en un sen-
tido solidario).

La estructura del sistema tributario, las exoneraciones fiscales, la financiación 
de la seguridad social, el sistema de salud, el bajo presupuesto para la educación, y 
las políticas educativas neoliberales, son reflejo de relaciones de dominación y de 
la correlación de fuerzas favorable de ciertos sectores sociales y políticos que im-
pulsan este modelo. Cambiarlo implica en primer lugar avanzar en organización y 
participación de los trabajadores, acumular fuerzas desde una perspectiva clasista 
e independiente. Solo así la clase trabajadora podrá imponer algunos cambios que 
le sean favorables. Nuestro propósito es dinamizar estos procesos, sumar más y 
más compañeros a la lucha que sean multiplicadores de nuestras propuestas, que 
nos ayuden a recuperar el rol histórico del PIT-CNT de construir una sociedad ba-
sada en la igualdad y en la solidaridad, sin explotados ni explotadores, y dejen en 
minoría a los sectores que desde el propio movimiento sindical defienden la inver-
sión extranjera, los sistemas público-privados y las leyes que permiten el traslado 
de recursos sociales hacia sectores capitalistas extranjeros o nacionales. Depende 
de todos lograrlo.

En Mayo se elije la nueva dirección del sindicato. Nuestra agrupación ha sido 
minoría desde su creación en el año 1996. Esta ha nacido luchando contra las re-
formas neoliberales y a favor de una educación al servicio del pueblo trabajador. Su 
práctica política se basa en la transparencia, decimos y actuamos en función de lo 
que pensamos. Somos una tendencia clasista porque defendemos a la clase trabaja-
dora exclusivamente. Hoy más que nunca:

¡Por Autonomía y Cogobierno para toda la  
educación pública, fuera el BID y el BM!

¡Por un mínimo de un 6% del PBI para financiar  
un proyecto educativo popular,  

sin trampas presupuestales!

¡Vota a la agrupación 1° de Mayo!
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•	 Contra la injerencia y condicionamiento de los organismos 
internacionales de crédito en la educación.

•	 Autonomía financiera, técnica y cogobierno para toda la edu-
cación pública.

•	 Condiciones de trabajo y estudio dignas: laboratorios; más 
personal administrativo, de servicio, de portería y de docen-
cia indirecta; construcción y mantenimiento permanente de 
edificios liceales; no más de 20 alumnos por grupo; equipos 
multidisciplinarios acordes a la realidad de cada institu-
ción; gimnasios para realizar educación física.

•	 Salarios dignos para todos los trabajadores de ANEP. Para do-
centes, media canasta básica con 20 hs para grado 1.

•	 6% del PBI como mínimo para ANEP y UdelaR a partir del 2016, 
sin considerar los subsidios para BPS y FNV.

•	 Por políticas educativas integrales, formadora de sujetos críti-
cos y solidarios. Contra las políticas neoliberales y mercanti-
listas que consideran al ser humano como un simple recurso o 
mercancía.

•	 Derogar la actual Ley de Educación.
•	 Cursos, de a ctualización y perfeccionamiento docente, públi-

cos y gratuitos. Acompañado de horas pagas para investigación, 
formación, corrección y planificación.

•	 Jubilaciones dignas.
•	 Estabilidad laboral para todos los funcionarios de la ANEP y una 

clara política de concursos.
•	 Anulación de la ley de caducidad. Juicio y castigo a todos 

los culpables de delitos de lesa humanidad.
•	 Por recuperar el rol histórico del PIT-CNT de luchar por una so-

ciedad sin explotados ni explotadores.
•	 Ante una posible crisis económica o estancamiento del creci-

miento, gravar al capital para atender de manera adecuada 
las necesidades fundamentales del pueblo (vivienda, salud, 
educación y trabajo). Que la crisis no recaiga en los trabaja-
dores mediante devaluaciones, recortes salariales, despidos 
o aumento de las tarifas públicas. Que la crisis la paguen los 
capitalistas.

Plataforma reivindicativa


